El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Sentencia - 2ª Instancia – 1

7 de febrero de 2017

Radicación Nro. :
  
 66682-31-03-001-2015-00004-01


Demandantes: 

 GERMÁN, CRISTÓBAL, FERNANDO ANTONIO Y RUBÉN DARÍO CASTRO ARIAS Y MARÍA ADIELA CASTRO DE PONCE
Demandado: 


 CONSUELO CASTRO ARIAS
Proceso: 


 Abreviado – Confirma decisión del a quo que negó las pretensiones

Magistrado Sustanciador: 
 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas:


 RENDICIÓN DE CUENTAS EN COPROPIEDAD / NO SE DEMOSTRÓ LA CALIDAD DE ALBACEA. “[L]a accionada fue designada como albacea en los actos por medio de los cuales sus progenitores, Fernando Antonio Castro Cuervo y Ana Arias de Castro, ya fallecidos, otorgaron, cada uno, su memoria testamentaria. Sin embargo, no se solicitó que rindiera cuentas de su gestión con esa calidad. En los hechos de la demanda se insistió en que la citada señora, desde el 16 de septiembre de 1999 y hasta el 3 de febrero de 2012, ha rentado parte del inmueble y lo ha ocupado como su vivienda; por ende, ha producido frutos civiles de los que ningún informe se les ha dado a los demandantes, ni cancelado su valor. Y tan claro es que no fundamentaron su reclamo en la calidad de albacea designada en el testamento de sus padres, que al elevar las pretensiones, solicitaron los actores que las cuentas fueran rendidas desde el 16 de septiembre de 1999 hasta el 3 de febrero de 2012, “fecha hasta la cual efectivamente tuvo a su cargo y bajo su responsabilidad el inmueble descrito…” (…) Y aquí es oportuno mencionar que ni siquiera demostraron los demandantes que la citada señora haya sido designada como albacea por el referido difunto, pues a pesar de que la Sala trató de obtener la prueba en tal sentido, ello no se logró ante la falta de colaboración de las partes. (…) En razón a que la existencia de una copropiedad entre las partes no implica que la demandada se encuentre obligada a rendir cuentas a los demandantes por carencia de disposición alguna que así lo ordene y como tampoco se alegó, ni se probó que entre ellos se hubiese pactado que la primera sería la administradora del bien común, se infiere la falta de legitimación en la causa advertida por la señora juez de primera sede en la sentencia que se revisa que será confirmada. ”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, febrero diecisiete (17) de dos mil diecisiete (2017)
Acta No. 80 del 17 de febrero de 2017
Expediente No. 66682-31-03-001-2015-00004-01

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de los señores Germán, Cristóbal, Fernando Antonio y Rubén Darío Castro Arias y María Adiela Castro de Ponce, contra la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 9 de noviembre de 2015, en el proceso abreviado sobre rendición provocada de cuentas promovido por los impugnantes, contra la señora Consuelo Castro Arias.

I.      ANTECEDENTES

1. Solicitan los demandantes se ordene a la señora Consuelo Castro Arias rendir cuentas comprobadas en relación a los frutos civiles producidos por el inmueble de que son propietarios todos en  común y proindiviso, ubicado en la carrera 14 No. 14-76 del municipio de Santa Rosa de Cabal y se le condene a restituirles los valores correspondientes, desde el 16 de septiembre de 1999 hasta el 3 de febrero de 2012, por concepto de cánones de arrendamiento, cuyo valor asciende a $114.543.520, más los intereses moratorios de esa suma, por $212.627.365, para un total de $327.170.885, la que deberá ser indexada. También pidieron se le impusiera la condena en costas.

2. Los hechos en que se fundamentan esas pretensiones, pueden compendiarse así: 

2.1 Las partes son hijos de los señores Fernando Antonio Castro Cuervo y Ana Arias de Castro, fallecidos en su orden los días 13 de junio de 1996 y 12 de marzo de 2010. Ambos causantes, al otorgar sus testamentos, designaron a la señora Consuelo Castro Arias como albacea con tenencia y administración de bienes. El primero, mediante escritura pública No. 908 del 20 de abril de 1996 otorgada en la Notaría Única del Círculo de Santa Rosa de Cabal y la segunda, por la No. 710 del 23 de abril de 1999 de la misma oficina.

2.2 El proceso de sucesión del causante Fernando Antonio Castro Cuervo se adelantó ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal; en él se profirió sentencia aprobatoria del trabajo de partición y adjudicación de bienes el 17 de septiembre de 1999, protocolizado mediante escritura pública No 2492 del 20 de diciembre del mismo año, en la Notaría Única del Círculo de ese municipio.

2.3 A partir de esa fecha, las cuotas partes que corresponden a los demandantes sobre el predio ubicado en la carrera 14 No. 14-76 de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-6903, han permanecido única y exclusivamente a órdenes de la demandada, quien lo ha arrendado y destinado a su propia vivienda; por tanto, ha producido frutos civiles desde entonces y hasta el mes de febrero de 2012. Lo mismo aconteció desde cuando se otorgó la escritura pública No. 710 del 23 de abril de 1999 atrás referida, respecto del derecho que en un 56.250% (sic) poseía la señora Ana Arias de Castro.
2.4 La demandada no les ha rendido cuentas a los copropietarios del inmueble, ni les ha pagado lo que les corresponde, pese a ser su obligación legal hacerlo.

2.5 Estiman, bajo juramento, que los cánones producidos por el inmueble referido, desde el 16 de septiembre de 1999 hasta el año 2009 ascienden a la suma de $114.543.520 y los intereses de mora a $212.627.365; para el año 2010 tal renta se valoró en  $24.876.000 y de 2011 hasta febrero de 2012, en $29.022.000.

3. Por auto del 28 de enero de 2015 se admitió la demanda.

4. Trabada la relación jurídica procesal, la accionada, por medio de apoderada judicial, dio respuesta al libelo. Se pronunció frente a los hechos; se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de fondo las que denominó “Improcedencia de la rendición de cuentas durante los años 1999 a 2010”, “Falta de legitimación por activa para solicitar rendición de cuentas de la totalidad de los derechos de copropiedad del bien”, “Divisibilidad de la obligación de rendir cuentas” e “Insuficiencia del requisito de procedibilidad y falta de claridad en las pretensiones y en los hechos de la demanda”.
5. Descorrido el traslado de tales excepciones con pronunciamiento de los demandantes, se decretaron las pruebas solicitadas por los contendientes y practicadas en lo posible, se les dio traslado para alegar, oportunidad que ambos aprovecharon. 

II.      LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 9 de noviembre de 2015. En ella, la señora Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas a los demandantes. Consideró que estos carecían de legitimación en la causa, porque entre las partes no existió vínculo jurídico que los autorice para reclamarle o exigirle cuentas a la aquí demandada y tampoco está obligada a rendirlas porque de ellos no recibió encargo alguno y nunca ha ostentado la calidad de administradora del citado predio de que son propietarios en común. 
III.      LA APELACIÓN

Los demandantes, inconformes con la sentencia, la apelaron. En los alegatos formulados en esta instancia adujo el apoderado que los representa que la juzgadora erró en su apreciación al indicar que carecían de legitimación en la causa para solicitar la rendición de cuentas con el único argumento que entre ellos no existió un pacto verbal o escrito sobre la administración del bien común, porque si bien es cierto ese acuerdo no se dio, también lo es que la demandada, al ser designada albacea por la causante Ana Arias de Castro, de lo que hay prueba en el expediente, estaba obligada a rendirlas y los demandantes tenían el derecho a pedirlas. Agregó que la a quo pasó por alto la confesión hecha por la señora Consuelo Castro Arias cuando en el interrogatorio de parte que absolvió manifestó “QUE NO HA RENDIDO CUENTAS, PORQUE NADIE LE HABÍA PEDIDO QUE LO HICIERA”; que esa confesión fue corroborada con la prueba testimonial recaudada, habida cuenta que los deponentes manifestaron que la demandada era la administradora del inmueble puesto que se encargaba de arrendarlo y de recibir los valores por ese concepto. Solicitó revocar la sentencia apelada y en su lugar, acceder a las pretensiones incoadas.   

IV.      CONSIDERACIONES

1. Para definir la cuestión, se aplicarán, en materia procesal, las normas del Código de Procedimiento Civil, vigentes para cuando se interpuso el recurso, de acuerdo con los artículos 624 y 625 numeral 5º del Código General del Proceso, que empezó a regir en este Distrito Judicial el pasado 1º de enero.
2. Están dadas las condiciones para desatar de fondo la controversia y ninguna causal de nulidad se observa que pueda invalidar lo actuado.

3. Corresponde a esta Sala determinar si la demandada tiene obligación de rendir las cuentas que le solicitan los demandantes, en relación con la administración del inmueble de que son todos propietarios en común y proindiviso, ubicado en la carrera 14 No. 14-76 de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-6903, desde el 16 de septiembre de 1999 hasta el 3 de febrero de 2012.

4. La legitimación en la causa por activa se ha definido como la cualidad de titular del derecho subjetivo que invoca el demandante, y por pasiva, la de obligado a ejecutar la prestación correlativa en el demandado. Su ausencia se producirá cuando a pesar de concurrir a un proceso, carece el primero de interés jurídico digno de protección o por no ser el segundo el llamado a satisfacer la obligación que se le reclama. En cualquiera de tales eventos la sentencia ha de ser de mérito, desestimatoria de las pretensiones, porque el fenómeno que se analiza es elemento propio de la pretensión y no de la acción.

Sobre el tema ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“5. La legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al procesal, conforme lo ha tiene decantado la jurisprudencia.

En efecto, esta ha sostenido que “el interés legítimo, serio y actual del “titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico” (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pág. 360), exige plena coincidencia “de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), y el juez debe verificarla “con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (cas. civ. Sent. de jul. 1º/2008, [SC-061-2008], Exp. 11001-3103-033-2001-06291-01).

Y ha sido enfática en sostener que tal fenómeno jurídico “ ‘es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de este’ ” (Sent. de Cas. Civ. de ago. 14/95, Exp. 4268, reiterada en el fallo de 12 de junio de 2001, Exp. 6050)…”


5. El proceso de rendición de cuentas tiene como finalidad el exigir a otro exhibir el resultado de una gestión que realizó en interés de quien las reclama o que sea este quien pida le sean recibidas, cuando administró bienes de aquel a quien se le ofrecen.

La obligación de rendirlas pesa entonces sobre quien ha efectuado una gestión en beneficio de otra persona, a quien debe dar cuenta de su resultado.

El origen de esa obligación puede encontrarse en la ley, como en el caso de los guardadores de incapaces, de los albaceas o de los secuestres que administran bienes ajenos; en la convención o contrato, como en el mandato; o en un acto unilateral lícito, como la agencia oficiosa. En estas hipótesis, los sujetos obligados a rendir cuentas lo están porque previamente ha habido un acto jurídico (contrato, mandamiento judicial, disposición legal) que los obliga a gestionar negocios o actividades por otra persona.

Por eso se ha dicho que: “El único legitimado para reclamar las cuentas y, por tanto, asumir la calidad de demandante es la persona que efectuó el encargo (mandante) o quien tiene derecho de exigirlas de acuerdo con la ley (heredero), mientras que el demandado es la persona que llevó a cabo la gestión (mandatario, albacea, secuestre, etc)
.


En el asunto bajo estudio, la obligación de rendir cuentas en la demandada, la encuentra la parte actora en la circunstancia de ser todos ellos copropietarios del inmueble ubicado en la carrera 14 No. 14-76 del municipio de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-6903, el que ha ocupado y arrendado la primera, sin que en relación con los frutos civiles que ha producido les haya rendido informe alguno, ni cancelado su valor. 

Empero, la obligación a cargo de uno de los comuneros de rendir cuentas a los demás condueños sobre la explotación de la cosa común, solo existirá en la medida en que para el citado efecto haya sido nombrado administrador de la comunidad de acuerdo con los artículos 16 a 27 de la ley 95 de 1890, pues la obligación de rendir cuentas tiene lugar ante una imposición legal o convencional y en el evento de que una persona esté encargada de gestionar negocios por cuenta de otro. 

En la demanda no se dio cuenta de la existencia de convención alguna de la que pudiera inferirse que la primera se hallaba en la obligación de administrarlo a favor de toda la comunidad o de quienes formularon la demanda. Tal hecho, que como se dice no fue invocado como fundamento de las pretensiones, tampoco fue objeto de prueba.
De esa manera las cosas, la circunstancia de que la demandada, en forma exclusiva, haya explotado económicamente el bien en que con los demandantes es comunera, no legitima a los últimos para solicitarle la pretendida rendición de cuentas, tal como lo indican los precedentes jurisprudenciales citados por la funcionaria de primera sede, a cuya lectura se remite, sin que tal conclusión implique que no puedan buscar por la vía adecuada el reconocimiento de los derechos que les puedan corresponder como comuneros.

6. Al sustentar el recurso alegó el apoderado de los demandantes que sus poderdantes sí están legitimados en la causa para solicitar la rendición de cuentas porque la demandada “era la persona a quien se había designado como Albacea (sic) con Tenencia (sic)” y esa sola circunstancia los autorizaba para pedirlas “durante el tiempo que ocupó dicho cargo”.

En el escrito por medio el cual se formuló la acción, se expresó que la accionada fue designada como albacea en los actos por medio de los cuales sus progenitores, Fernando Antonio Castro Cuervo y Ana Arias de Castro, ya fallecidos, otorgaron, cada uno, su memoria testamentaria. Sin embargo, no se solicitó que rindiera cuentas de su gestión con esa calidad. En los hechos de la demanda se insistió en que la citada señora, desde el 16 de septiembre de 1999 y hasta el 3 de febrero de 2012, ha rentado parte del inmueble y lo ha ocupado como su vivienda; por ende, ha producido frutos civiles de los que ningún informe se les ha dado a los demandantes, ni cancelado su valor. 

Y tan claro es que no fundamentaron su reclamo en la calidad de albacea designada en el testamento de sus padres, que al elevar las pretensiones, solicitaron los actores que las cuentas fueran rendidas desde el 16 de septiembre de 1999 hasta el 3 de febrero de 2012, “fecha hasta la cual efectivamente tuvo a su cargo y bajo su responsabilidad el inmueble descrito…”

En aquella primera fecha, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal dictó la sentencia que aprobó el trabajo de partición en la sucesión del causante Fernando Antonio Castro Cuervo, tal como consta en el certificado de tradición del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 296-6903 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del mismo lugar
. Es decir, que las cuentas no se reclaman por período anterior, precisamente en el que se supone ha debido ejercer la accionada el cargo de albacea.

Y aquí es oportuno mencionar que ni siquiera demostraron los demandantes que la citada señora haya sido designada como albacea por el referido difunto, pues a pesar de que la Sala trató de obtener la prueba en tal sentido, ello no se logró ante la falta de colaboración de las partes
.

Sí se acreditó que por escritura pública No. 710 de abril 23 de 1999, otorgada en la Notaría Única del Círculo de Santa Rosa de Cabal, la señora Ana Arias de Castro otorgó testamento y que en la cláusula tercera designó como albacea con tenencia y administración de bienes a la señora Consuelo Castro Arias
.

También que esta no ejerció ese cargo, pues por auto del 26 de octubre de 2011, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal declaró abierto y radicado el proceso de sucesión de la causante Ana arias de Castro, dispuso que una vez la señora Consuelo Arias otorgara poder se le reconocería su calidad de legataria y a renglón seguido afirmó: “Igual situación se presenta respecto del albaceazgo de la señora Consuelo Castro Arias”
, y en  providencia del 1º de marzo de 2012, el citado juzgado reconoció como legataria de la causante a la demandada en este asunto y la requirió para que manifestara si aceptaba o no el encargo de albacea hecho por la testadora
.

Es decir, que para el 3 de febrero de 2012, fecha hasta la cual pretenden los actores que la accionada rinda las cuentas solicitadas, no había empezado a ejercer el cargo de albacea en el proceso de sucesión de la causante Ana Arias de Castro; es más, en esa fecha se perfeccionó el secuestro del inmueble tantas veces mencionado, decretado en la misma actuación.

Surge de lo expuesto que aunque en los hechos de la demanda se mencionó que la demandada había sido designada albacea por sus progenitores, no fue con tal calidad que se le solicitó rendir cuentas como lo alega el apoderado de los actores al sustentar el recurso que ahora se decide. También, que de haberlo sido, las pretensiones de todos modos estaban llamadas al fracaso porque no probaron los actores de manera idónea que la demandada haya sido designada como albacea por el señor Fernando Antonio Castro Cuervo; ni que hubiese ejercido ese cargo en el proceso de sucesión de la señora Ana Arias de Castro. 
Al fundamentar el recurso adujo también el apoderado de los actores que se produjo una confesión porque la demandada en el interrogatorio que absolvió en el curso del proceso manifestó expresamente que no ha rendido cuentas porque nadie le había pedido que lo hiciera, “lo que nos lleva a concluir fácilmente, que ella tenía plena conocimiento que debía hacerlo, pues el cargo que desempeñaba así lo exigía”.

Tal argumento no lo comparte la Sala porque el artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, que enlista los requisitos de la confesión, exige que esta sea expresa y en el caso bajo estudio de manifestación como aquella no se evidencia que haya aceptado la demandada la existencia de una convención con los demás comuneros que justificara la obligación de rendirles cuentas.
V       CONCLUSIONES Y DECISIÓN

En razón a que la existencia de una copropiedad entre las partes no implica que la demandada se encuentre obligada a rendir cuentas a los demandantes por carencia de disposición alguna que así lo ordene y como tampoco se alegó, ni se probó que entre ellos se hubiese pactado que la primera sería la administradora del bien común, se infiere la falta de legitimación en la causa advertida por la señora juez de primera sede en la sentencia que se revisa que será confirmada.

La parte demandante pagará las costas causadas en esta instancia. No se fijarán agencias en derecho porque para la mayoría de la Sala debe aplicarse el Código General del Proceso que ya no ordena hacerlo así. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

F A L L A 


PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 9 de noviembre de 2015, en el proceso abreviado sobre rendición de cuentas promovido por los señores Germán, Cristóbal, Fernando Antonio y Rubén Darío Castro Arias, y María Adiela Castro de Ponce, contra la señora Consuelo Castro Arias.

SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo de los demandantes y en favor de la demandada.

Notifíquese, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

(Con salvamento parcial de voto)

DUBERNEY HERRERA GRISALES

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sala de Casación civil, sentencia del 24 de julio de 2012, expediente 110131030261998-21524-01, M.P. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez. 


� Azula Camacho, Manual de Derecho Procesal Civil Tomo III, Editorial Temis 1993, pág. 106.


� Folios 88 y 89, cuaderno No. 1


� Folios 34, 35, 39 y 40, cuaderno No. 2 y 17 del cuaderno No. 3


� Folios 39 y 40 cuaderno No. 3.


� Folios 41 y 42, cuaderno No. 3


� Folio 6, cuaderno No. 3.
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